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CORTE SUPREMA  
DE JUSTICIA  
DE LA REPÚBLICA 

  SALA PENAL PERMANENTE 
  RECURSO DE CASACIÓN  
  N.° 2460-2022 HUANCAVELICA 

Casación infundada. Juez supernumerario: conclusión de su 
designación durante el juicio oral. Principio de unidad del 
juzgamiento y actos propios. 

I. Es facultad de los presidentes de Corte Superior evaluar la 
continuidad o no de abogados que desempeñan temporalmente el 
cargo de jueces supernumerarios, es igualmente su facultad decidir 
los parámetros a tomar en cuenta para calificar la idoneidad de los 
mismos en el ejercicio de dicho cargo y que en el caso si bien se 
trató de una decisión administrativa, el debido proceso 
administrativo supone, en toda circunstancia, el respeto —por 
parte de la administración pública o privada—, de todos los 
principios y derechos normalmente invocables en el ámbito de la 
jurisdicción común o especializada, a los cuales se refiere el 
artículo 139 de la Constitución (juez natural, juez imparcial e 
independiente, derecho de defensa, etc.) ” 

II. Ahora bien, conforme al principio de unidad del juzgamiento 
previsto en el artículo 356 del CPP, el juicio debe ser continuo y 
concentrado, y exige que sea el mismo tribunal que presidió las 
actuaciones probatorias el que emita el fallo correspondiente. En 
el presente caso, después de emitida la resolución administrativa 
que da por concluida la designación del citado magistrado desde el 
veintisiete de abril de dos mil veintidós, únicamente faltaba el 
interrogatorio del propio acusado y la escucha de los alegatos de 
cierre. Por consiguiente, se trataba de un magistrado que, 
habiendo participado legítimamente en la mayor parte del juicio 
oral, continuó participando en las dos sesiones finales y en la 
deliberación, contando para ello con la autorización expresa de la 
Corte Superior, precisamente para preservar la validez del juicio 
ya realizado. Asimismo, se ha verificado que de la sentencia de 
vista —considerando 13 y 14—, y en el cuaderno de debates que: 
el veintinueve de abril de dos mil veintidós, varios días después de 
emitida la Resolución Administrativa n° 000488-2022, la defensa 
del recurrente participó en la sesión de declaración del imputado 
sin formular observación alguna a la instalación de la audiencia. Y 
el cinco de mayo de dos mil veintidós, de alegatos de clausura, la 
defensa nuevamente no formuló observación alguna respecto a la 
composición del tribunal. Por lo que, no resulta viable cuestionar 
ahora dichos hechos, pues rige el principio estoppel o de actos 
propios. 

 

SENTENCIA DE CASACIÓN 

Sala Penal Permanente 

Recurso de Casación n.° 2460-2022/Huancavelica  

Lima, veinticuatro de julio de dos mil veintiséis  

VISTOS: el recurso de casación 
interpuesto por la defensa técnica de RAÚL OSWALDO PÉREZ RAMOS (foja 
251), contra la sentencia de vista contenida en la Resolución n° 25 de doce 
de agosto de dos mil veintidós (foja 241), expedida por la Primera Sala Penal 
de Apelaciones-Sede Central de la Corte Superior de Justicia de 
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Huancavelica, que confirmó la sentencia contenida en la Resolución n°17 de 
nueve de mayo de dos mil veintidós (foja 128), que lo condenó como autor 
del delito contra la libertad sexual, en la modalidad de violación sexual 
(artículo 170.1 del Código Penal, vigente al momento de los hechos) en 
agravio de Z1 y le impuso veinte años de pena privativa de libertad efectiva 
y fijó una reparación civil de S/6000 (seis mil soles); con lo demás que 
contiene.  

Intervino como ponente el señor juez supremo LUJÁN TÚPEZ. 

 

FUNDAMENTOS DE HECHO 

§ I. Procedimiento en primera y segunda instancia 

Primero. El Ministerio Público acusó (foja 2 del cuaderno de acusación) a 
RAÚL OSWALDO PÉREZ RAMOS como autor del delito de violación contra 
la libertad sexual en la modalidad de violación sexual (primer párrafo del 
artículo 170 con la agravante del segundo párrafo del Código Penal, vigente 
al momento de los hechos) en agravio de Z2 y solicitó veinte años de pena 
privativa de libertad, con una reparación civil de S/ 6000 (seis mil soles).  

∞ En el auto de enjuiciamiento del nueve de diciembre de dos mil 
veintiuno (foja 08, Tomo I), se declaró la acusación procedente para juicio. 
El juicio oral se inició el veintisiete de enero de dos mil veintidós (foja 34, 
Tomo I) y se llevó a cabo en diferentes sesiones hasta el nueve de mayo 
de dos mil veintidós (foja 124, Tomo I), según actas.   

Segundo. El factum que motivó el presente proceso (a la letra) se dio en 
los siguientes términos: 

Se atribuye a Raúl Oswaldo Pérez Ramos haber mantenido relaciones sexuales 
con la agraviada de iniciales Z3, de 19 años de edad, en contra de su voluntad 
por vía vaginal en tres oportunidades. Hecho suscitado el uno de enero de dos 
mil veintiuno, siendo los dos primeros actos sexuales durante la mañana y el 
tercer acto a las 3:00 de la tarde aproximadamente. Todo esto ocurrió en el 
domicilio del procesado ubicado en el jirón Inca Roca n.° 645 del barrio de San 
Cristóbal, provincia y departamento de Huancavelica, a donde llegaron a las 
6:00 de la mañana aproximadamente del indicado día. El procesado el uno de 
enero a las 5:00 de la mañana salió del domicilio de sus padres para realizar su 
rutina de caminata y, al llegar a la institución educativa Pepín, vio a un 
individuo correr hacia Santa Ana por el jirón Torre Tagle seguido de dos 
personas de sexo femenino. Esto es, a la madre de la agraviada y su hija de 
iniciales Z4, logrando estas alcanzar al individuo a quien le quitaron un six 
pack de cerveza. Preguntándole el acusado a las féminas si podían atenderle, 

 
1 Se reserva la identificación de la agraviada, en aplicación de los artículos 95 (numeral 1, literal c) y 248 
(numeral 2, literal d) del CPP, así como del artículo 9 del Decreto Supremo n.° 009-2016-MIMP, que aprueba el 
Reglamento de la Ley n.° 30364, “Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres y los 
integrantes del grupo familiar”, modificado por el artículo 1 del Decreto Supremo n.° 009-2023-MIMP. 
2 Vid. Nota de pie de página número 1, ut supra. 
3 Vid. Nota de pie de página número 1, ut supra. 
4 Vid. Nota de pie de página número 1, ut supra. 
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contestándole estas que sí, y dirigiéndose a su local para tomarse una cerveza, 
pero la señora le explicó que solo atendía para llevar. Por lo que el acusado le 
pidió su número de teléfono, lo anotó y, al timbrar, nadie contestó. La señora le 
dijo que estaba apagado su teléfono. Entonces, le dijo a su hija la agraviada que 
le dé su número, anotando el número de celular de la agraviada y dijo: 
“cualquier cosita le llamo”. Esto sucedió a las 5:30 de la mañana 
aproximadamente. Luego el acusado llamó a la agraviada y le dijo si necesitaba 
trabajar en un bar, ya que vio que sus padres estaban discutiendo por dinero, 
manifestando la agraviada que sí. Por lo que el imputado le dijo que baje al 
lugar donde le dio su número de teléfono para decirle cómo era el trabajo, 
optando la agraviada por bajar hasta llegar a la avenida Augusto B. Leguía, 
donde se encontró con el imputado, quien le dijo: “vamos, te voy a enseñar a 
hacer cócteles”. Por lo que tomaron un taxi que los llevó hasta el domicilio del 
imputado ubicado en el jirón Inca Roca n.° 645 del barrio de San Cristóbal - 
Huancavelica. En dicho lugar el acusado tiene tres habitaciones en el sótano, a 
donde llegaron a las 6:00 de la mañana. Estando en su domicilio, el imputado le 
dijo a la agraviada que era multifacético y que la iba a apoyar con su tesis y 
otras cosas más, optando ambos por quitarse las mascarillas y él empezó a 
enseñarle a hacer cócteles y le hizo probar. Luego entraron a su dormitorio, en 
donde le hacía beber los cócteles, hasta que agarró un cuchillo con el que estaba 
cortando limones para hacer los cócteles y la amenazó diciendo: “quítate la 
ropa”, poniéndole el cuchillo en el cuello y en la cara, haciéndola arrodillar para 
que le practique sexo oral, y la insultaba diciendo que era una “p, una perra”. 
Indicándole ella que lo iba a denunciar, contestándole el acusado: “a ti nadie te 
va a creer porque eres una loca, porque tú tienes antecedentes”. La agraviada 
no podía escapar porque había cerrado el cuarto. Además, le dijo que había 
perros grandes y que la iba a agarrar de la yugular y que la matarían. 
Haciéndola sufrir el acto sexual dos veces hasta que se quedó dormida a horas 
10:30 de la mañana aproximadamente, despertándose a eso de las 3:00 de la 
tarde y se da cuenta de que el imputado le estaba haciendo sexo oral. Estaba 
entre sus piernas y ella se puso a llorar, y él le decía: “cállate, carajo”. 
Nuevamente sacó el cuchillo y le dijo: “te voy a cortar la cara”, tirándole un 
lapo para que se calle, indicándole que él sufría de aneurisma y que se iba a 
morir. Posterior a ello, salieron de la casa del imputado. Él llevaba el cuchillo 
en el bolsillo de su casaca, amenazándola que no dijera nada, acompañándola 
hasta las gradas del estadio de Huancavelica, donde la dejó, y la agraviada se 
dirigió hacia la comisaría del barrio de Santa Ana a denunciar los hechos,  

∞ En consecuencia, por estos hechos, el Juzgado Penal Colegiado 
Permanente Supraprovincial de la Corte Superior de Justicia de 
Huancavelica decidió condenarlo por los cargos imputados a veinte años 
de pena privativa de libertad (foja 128). Posteriormente, apeló dicha 
decisión (foja 176) y se emitió la sentencia de vista (foja 241), que 
confirmó la sentencia contenida en la Resolución n°17 de nueve de 
mayo de dos mil veintidós. 

Tercero. Ante la decisión del Tribunal de apelación, RAÚL OSWALDO 

PÉREZ RAMOS promovió recurso de casación (foja 251), y la Sala de 
Apelaciones resolvió, conceder el recurso de casación y elevarlo a la 
Corte Suprema.  
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§ II. Del procedimiento en la sede suprema 

Cuarto. Conforme al artículo 430.6 del Código Procesal Penal (en 
adelante, CPP), se procedió al trámite respectivo, se declaró bien 
concedido por la causal 1 del artículo 429 del CPP (foja 101 del 
cuaderno supremo). 

Quinto. A continuación, se expidió el decreto del diecisiete de junio de 
dos mil veintiséis (foja 110, del cuaderno supremo), que señaló el trece 
de julio de dos mil veintiséis como data para la audiencia de casación. 
Sobre esto, se comunicó a la parte recurrente, conforme al cargo 
respectivo (foja 111 del cuaderno supremo). 

Sexto. Llevada a cabo la audiencia privada de casación. Se celebró de 
inmediato la deliberación en sesión privada. Efectuada la votación, 
corresponde dictar por unanimidad la presente sentencia casatoria, cuya 
lectura se programó en la fecha, según el plazo previsto en el artículo 
431, numeral 4, del CPP. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

Séptimo. De conformidad con lo establecido en la resolución obrante a 
foja 101 del cuaderno supremo, mediante la cual se concedió el recurso 
de casación, se delimitó el objeto del pronunciamiento supremo al 
amparo de lo previsto en el numeral 1 del artículo 429 del CPP. El 
motivo casacional planteado por el recurrente radica en que la sentencia 
de vista consideró subsanado un presunto vicio de nulidad absoluta, 
vinculado a la habilitación de un integrante del colegiado que emitió la 
sentencia condenatoria de primera instancia. 

 ANÁLISIS Y RESOLUCIÓN DEL CASO 

Octavo. En su recurso de casación, el impugnante RAÚL OSWALDO 

PÉREZ RAMOS plantea como agravio principal la nulidad de la sentencia 
recurrida y se reenvié el proceso a efectos de que se renueve el acto 
procesal viciado. Sostiene que dicho fallo fue suscrito por el magistrado 
Marcelino Cárdenas Torres, quien, según el recurrente, ya no ostentaba 
la condición de juez supernumerario al momento de la firma, pues su 
designación habría concluido el veintisiete de abril de dos mil veintidós. 
En consecuencia, el recurrente alega que la firma carece de validez y, 
por tanto, la sentencia debe ser declarada nula. Por tanto, exige un 
pronunciamiento expreso de este Supremo Tribunal. 

Noveno. Siendo así, se tiene que mediante Resolución Administrativa 
n°000488-2022-P-CSJHU-PJ de veintiséis de abril de dos mil veintidós, 
se da por concluida la designación del magistrado Cárdenas Torres 
como juez supernumerario e integrante del juzgado penal colegiado que 
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lo condenó. Sin embargo, mediante Resolución Administrativa 
n°000495-2022-P-CSJHU-PJ de veintiocho de abril de dos mil 
veintidós, que integra la anterior resolución, se autoriza al magistrado 
continuar conociendo las causas en que participó. Asimismo, en una 
siguiente Resolución Administrativa n°000497-2022 de veintinueve 
de abril de dos mil veintidós (fojas 205, tomo II), se confirmó y 
autorizó la continuación del conocimiento de las causas para garantizar 
la continuidad hasta su culminación en los procesos penales en los 
cuales ha participado. Aunado a eso, en sesión de juicio oral de cinco de 
mayo de dos mil veintidós (foja 116, tomo I), la defensa técnica del 
recurrente teniendo conocimiento sobre dicha resolución 
administrativa, donde se le pone a conocimiento que el magistrado 
Cárdenas Torres “deja de ser juez”; al respecto, el recurrente y su 
defensa técnica no tiene observación alguna a su participación en el 
proceso. Por último, en la sesión final de nueve de mayo de dos mil 
veintidós en presencia de todas las partes y sin oposición a la instalación 
de la audiencia, no consta objeción u oposición alguna según actas (foja 
124, tomo I).  

9.1. El recurrente sostiene que las resoluciones administrativas del 
veintiocho y veintinueve de abril de dos mil veintidós no pueden 
“regularizar” el cese ocurrido el veintisiete de abril, ni tampoco pueden 
atribuir funciones jurisdiccionales a quien ya las había perdido, pues ello 
sería contrario al artículo 146 de la Constitución. 

∞ No obstante, es necesario precisar lo siguiente: la Constitución 
garantiza la independencia, inamovilidad y permanencia de los jueces en 
el servicio, pero esa garantía está prevista para los jueces titulares 
nombrados por la Junta Nacional de Justicia conforme al artículo 154.1 
de la Constitución, quienes ingresan a la carrera judicial con carácter 
permanente. En cambio, la designación y cese de los jueces 
supernumerarios es una potestad delegada por el Consejo Ejecutivo del 
Poder Judicial a los presidentes de las Cortes Superiores en el Perú, en 
virtud del artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, con la 
finalidad de cubrir temporalmente las vacantes y garantizar la 
continuidad del servicio de justicia. Así lo refuerza el artículo 90.4 del 
mismo texto legal, que establece como atribución del presidente de 
Corte Superior: “Cautelar la pronta administración de justicia, así como el 
cumplimiento de las obligaciones de los magistrados del Distrito Judicial”. Por 
lo tanto, no resulta constitucionalmente objetable que, mediante 
resolución administrativa, se precise o no la continuidad de un juez 
supernumerario para culminar los procesos que tenía a su cargo, pues 
ello no vulnera la garantía de inamovilidad, sino que responde a la 
necesidad de asegurar el principio de inmediación, la unidad del 
juzgamiento y la pronta administración de justicia.  
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9.2. Así pues, es facultad de los presidentes de las Cortes Superiores 
evaluar la continuidad o no de abogados que desempeñan 
temporalmente el cargo de jueces supernumerarios, es igualmente su 
facultad decidir los parámetros a tomar en cuenta para calificar la 
idoneidad de los mismos en el ejercicio de dicho cargo y que en el caso si 
bien se trató de una decisión administrativa del presidente de la Corte, 
se debe tener presente que el debido proceso administrativo supone, 
en toda circunstancia, el respeto —por parte de la administración 
pública o privada—, de todos los principios y derechos normalmente 
invocables en el ámbito de la jurisdicción común o especializada, a 
los cuales se refiere el artículo 139 de la Constitución (juez natural, juez 
imparcial e independiente, derecho de defensa, etc.)5” 

9.3. Por lo que, conforme al principio de unidad del juzgamiento 
previsto en el artículo 356 del CPP, el juicio debe ser continuo y 
concentrado, mas no perjudicado por una decisión administrativa y 
exige que sea el mismo tribunal que presidió las actuaciones probatorias 
el que emita el fallo correspondiente. En el presente caso, después de 
emitida la resolución administrativa que da por concluida la designación 
del citado magistrado desde  el veintisiete de abril de dos mil veintidós, 
únicamente faltaba el interrogatorio del propio acusado (veintinueve de 
abril) y la escucha de los alegatos de cierre (cinco de mayo). Por 
consiguiente, se trataba de un magistrado que, habiendo participado 
legítimamente en la mayor parte del juicio oral y terminada la etapa 
probatoria, continuó participando en las dos sesiones finales y en la 
deliberación, contando para ello con la autorización expresa de la Corte 
Superior, precisamente para preservar la validez del juicio ya realizado.  

∞ Asimismo, no está demás señalar que verificada la sentencia de vista 
—considerando 13 y 14—, y en el cuaderno de debates que: el 
veintinueve de abril de dos mil veintidós, varios días después de emitida 
la Resolución Administrativa n° 000488-2022, la defensa del recurrente 
(la misma que interpone recurso de casación) participó en la sesión de 
declaración del imputado sin formular observación alguna a la 
instalación de la audiencia. Y el cinco de mayo de dos mil veintidós, de 
alegatos de clausura, la defensa técnica nuevamente no formuló 
observación alguna respecto a la composición del tribunal. Por lo que, no 
resulta viable cuestionar ahora dichos hechos, rige el principio estoppel6, 

 

5
 STC N° 4289-2004-PA/TC Lima, del 17 de febrero de 2005, en su fundamento 3. 

6 El principio del estoppel es la fórmula anglo sajona o del common law que respalda el brocardo romano venire venire venire venire 
contra factum propium nulli concediturcontra factum propium nulli concediturcontra factum propium nulli concediturcontra factum propium nulli conceditur,,,, o «nadie puede venir contra sus propios actos». En el sistema del civil law se 
le conoce como teoría de los actos propios o de los propios actos. Según la práctica internacional cuando una 
parte en un litigio ha adoptado una actitud determinada que redunda en beneficio de la parte contraria o 
deterioro propio, no puede luego, en virtud del principio del estoppelprincipio del estoppelprincipio del estoppelprincipio del estoppel, asumir otra conducta que sea contradictoria 
con la primera. Ya que tal actitud se rige por la regla de non concedit venire contra factum propium.non concedit venire contra factum propium.non concedit venire contra factum propium.non concedit venire contra factum propium. (No se puede 
conceder la demanda - objeción o excepción - contra acto propio.) Este principio ha sido reconocido por la 
práctica jurisdiccional de la CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, como dan cuenta las 
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atendiendo a la teoría de los propios actos; ambos principios obligatorios de 
ius cogens7, luego: “nadie puede beneficiarse de su propio error”8.  

∞ Por último, el recurrente también cuestiona la firma de la sentencia con 
base en el artículo 394.6 del CPP. Sin embargo, este argumento tampoco 
resulta atendible, pues el artículo 149 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
establece expresamente que los jueces tienen la “obligación de emitir su voto 
escrito en todas las causas en cuya vista hubiesen intervenido, aun en caso de cese o 
promoción”. Esta norma reconoce que la finalización de la función 
jurisdiccional no extingue retroactivamente la legitimidad de quien presidió 
las actuaciones del juicio. Se trata, en realidad, de una excepción específica al 
principio de que la competencia determina la actuación, excepción que se justifica 
precisamente en el principio de unidad del juicio. En el presente caso, el 
magistrado Cárdenas Torres no firmó la sentencia como intruso o 
usurpador de funciones. La firmó en su calidad de integrante del colegiado 
que presidió el juicio oral, contando además con autorización administrativa 
expresa para completar el proceso que había comenzado. 

Décimo. Por todo lo expuesto, al no configurarse la causal casatoria 
por la que se admitió el recurso, la casación se declara infundada. Y, en 
atención al artículo 504, numeral 2, del CPP, al recurrente le atañe el 
pago de costas. La liquidación y ejecución le concernirá al juez de 
investigación preparatoria competente. 

 

 

Resoluciones 013 Neira Vs Perú. Excepciones preliminares. Sentencia del 11 de diciembre de 1991. IV.29; 
Resolución 050 Durand Vs Perú. Excepciones Preliminares. Sentencia del 28 de mayo de 1999. VII.38; Resolución 
066 Mayagna Vs Nicaragua. Excepciones preliminares. Sentencia del 01 de febrero de 2000.VI.57; Resolución 095 
El Caracazo Vs Venezuela. Reparaciones. Sentencia del 29 de agosto de 2002.IV.52, 53; Resolución 119 Herrera Vs 
Costa Rica. Sentencia del 02 de julio de dos mil cuatro. VII.83; entre otras. Obligatorio conforme al mandato del 
artículo 55° de la CN, que entró en vigencia desde el 27 de enero de 1980 [Suscrita el 23 de mayo de 1969, U.N. 
Doc A/CONF.39/27 (1969), 1155 U.N.T.S. 331] y ratificada por el Perú conforme al Decreto Supremo 029-
2000-RE del 21 de diciembre de 2000, reconocido como norma de vínculo jurídico de acuerdo a la prescripción 
del artículo 53° de la Convención sobre los Tratados o Convención de Viena. 53. Tratados que están en 
oposición con una norma imperativa de derecho internacional general («ius cogens»).(«ius cogens»).(«ius cogens»).(«ius cogens»). Es nulo todo tratado 
que, en el momento de su celebración. esté en oposición con una norma imperativa de derecho internacional 
general. Para los efectos de la presente Convención, una norma imperativa de derecho internacional general es 
una norma aceptada y reconocida por la comunidad internacional de Estados en su conjunto como norma que no 
admite acuerdo en contrario y que solo puede ser modificada por una norma ulterior de derecho internacional 
general que tenga el mismo carácter. 
7 Principio obligatorio para el Perú, como signatario de la Convención de Viena, siendo parte del derecho 
nacional conforme al mandato del artículo 55° de la Constitución Política del Perú. Acuerdo internacional en 
vigencia desde el 27 de enero de 1980 [suscrito el 23 de mayo de 1969, U.N. Doc A/CONF.39/27 (1969), 1155 
U.N.T.S. 331] y que ha sido ratificado por el Perú conforme al Decreto Supremo 029-2000-RE del 21 de 
diciembre del 2000. Por tanto, reconocido como norma de vínculo jurídico de acuerdo a la prescripción expresa 
del artículo 53° de la Convención sobre los Tratados o Convención de Viena. 
8 Nemo auditur propriam turpitudinem allegansNemo auditur propriam turpitudinem allegansNemo auditur propriam turpitudinem allegansNemo auditur propriam turpitudinem allegans. Este principio es una variante del apotegma latino: «Nadie 
puede invocar la lesión de sus derechos en su propio error o negligencia; los jueces o tribunales, deben negar toda 
solicitud de nulidad del proceso en la que se advierta la incuria, el dolo o mala fe en que hubiere incurrido el 
peticionante», cfr. Sentencia constitucional plurinacional SCP 0098/2018-S2 de 11 de abril, con 
ponencia del Magistrado MSc. Carlos Alberto Calderón Medrano, proveniente del Departamento de 
Santa Cruz – Bolivia, fundamento III.2; en similar sentido la Sentencia T-213/08 de 28 de febrero 
de 2008, proferida por la Corte Constitucional de Colombia.  
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CORTE SUPREMA  
DE JUSTICIA  
DE LA REPÚBLICA 

  SALA PENAL PERMANENTE 
  RECURSO DE CASACIÓN  
  N.° 2460-2022 HUANCAVELICA 

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, los señores jueces supremos que integran la 
Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República: 

I. DECLARARON INFUNDADO el recurso de casación 
interpuesto por la defensa técnica de RAÚL OSWALDO PÉREZ RAMOS 

(foja 251), contra la sentencia de vista contenida en la Resolución n° 25 
de doce de agosto de dos mil veintidós (foja 241), expedida por la 
Primera Sala Penal de Apelaciones-Sede Central de la Corte Superior 
de Justicia de Huancavelica, que confirmó la sentencia contenida en la 
Resolución n°17 de nueve de mayo de dos mil veintidós (foja 128), que 
lo condenó como autor del delito contra la libertad sexual, en la 
modalidad de violación sexual (artículo 170.1 del Código Penal, 
vigente al momento de los hechos) en agravio de Z9 y le impuso veinte 
años de pena privativa de libertad efectiva y fijó una reparación civil de 
S/6000 (seis mil soles); con lo demás que contiene. En consecuencia, 
NO CASARON la sentencia de vista.  

II. CONDENARON al sentenciado RAÚL OSWALDO PÉREZ RAMOS al 
pago de costas procesales correspondientes, las cuales serán 
liquidadas y exigidas por el juez de investigación preparatoria 
competente. 

III. DISPUSIERON que la presente sentencia sea leída en audiencia 
privada, se notifique a las partes apersonadas en esta sede suprema 
y se publique en la página web del Poder Judicial. 

IV. ORDENARON que, cumplidos estos trámites, se devuelvan los 
actuados al órgano jurisdiccional competente para que proceda 
conforme a ley. Archívese el cuaderno de casación en esta Sala 
Penal Suprema. Hágase saber. 

SS. 

PRADO SALDARRIAGA 
LUJÁN TÚPEZ 
ALTABÁS KAJATT 
PEÑA FARFÁN 
MAITA DORREGARAY 
 
MELT/jmelgar  

 

    

 
9 Vid. Nota de pie de página número 1, ut supra. 
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